
PRESIDENCIA

LEY 8/2006, de 10 de octubre, del Voluntariado en Castilla y León.

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes de Castilla y León
han aprobado y yo en nombre del Rey y de acuerdo con lo que se estable-
ce en el artículo 16.4 del Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la
publicación de la siguiente

LEY

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El voluntariado, como expresión de compromiso solidario en pro del
interés general y del bienestar comunitario, resulta hoy manifestación
inequívoca de la asunción por los ciudadanos de responsabilidades partici-
padas, objetivos compartidos y actuaciones confluyentes con las adminis-
traciones e instituciones en las que hasta hace relativamente poco tiempo se
residenciaba en exclusiva la tarea de satisfacer aquel interés y de procurar
dicho bienestar.

La acción voluntaria, nacida de la concienciación y animo transforma-
dor de las personas como miembros de una sociedad, supone la más clara
actuación de principios éticos y de valores como los de libertad, altruismo,
convivencia, participación, solidaridad y justicia.

El movimiento voluntario, de larga tradición en la historia de la huma-
nidad, ha alcanzado en los años recientes dimensión y trascendencia
incuestionables. La creciente implicación de los ciudadanos, reclamando y
representando un papel cada vez más activo; el cambio de la primitiva
orientación asistencial, progresivamente sustituida por la promoción de la
justicia y la cohesión social; la superación de la acción centrada en la defen-
sa y atención de los más desfavorecidos, y una apertura cada vez mayor a
la mejora del bienestar social y la calidad de vida en todos los órdenes y
ámbitos de actividad; la creciente importancia de las acciones planteadas
desde la libre iniciativa, la autonomía y la independencia; la progresiva efi-
cacia de las actuaciones, impulsadas desde la organización y la coordina-
ción; el dinamismo transformador de la acción comprometida; o el recono-
cimiento que, por todo ello, ha recibido tanto a nivel internacional, como
nacional, son pruebas de su significado y valor.

II

El artículo 8.2 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León establece,
en iguales términos que los contenidos en el artículo 9.2 de la Constitución
Española, que corresponde a los poderes públicos de esta Comunidad pro-
mover las condiciones para que la libertad e igualdad del individuo y de los
grupos en que se integra sean reales y efectivas, remover los obstáculos que
impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los cas-
tellanos y leoneses en la vida política, económica, cultural y social.

Conscientes los poderes públicos de la Comunidad de Castilla y León
de la necesidad y relevancia de la participación de la sociedad y de sus
miembros en las actuaciones dirigidas a la satisfacción del interés general -
participación, además, demandada por la propia sociedad y por los ciuda-

danos-, y considerando el voluntariado como una manifestación funda-
mental de contribución activa, que constituye auténtica expresión de soli-
daridad, impulsaron su primera regulación mediante el Decreto 12/1995, de
19 de enero.

Transcurrido un tiempo suficiente, y atendidos el extraordinario
desarrollo de estas actividades y el notable incremento en el número de per-
sonas, instituciones y entidades que participan en ellas, así como la diver-
sificación de estas entidades, resulta oportuno incorporar la ordenación de
este movimiento cívico al ordenamiento jurídico a través de una norma del
máximo rango que, dictada en ejercicio de la potestad legislativa que
corresponde a la Comunidad de Castilla y León en el ejercicio de las com-
petencias que ostenta en esta materia, contribuya a su promoción y
desarrollo, asegure su máxima eficacia desde el fomento de la acción orga-
nizada y el impulso de una adecuada colaboración, complementariedad y
coordinación entre los diferentes actores intervinientes y garantice, al tiem-
po, la libertad, independencia y autonomía de los ciudadanos para expresar
su compromiso de solidaridad.

III

La necesidad de integrar voluntades y aunar esfuerzos, indiscutible en
este ámbito, reclama la formulación de un marco general que establezca los
principios generales y las líneas esenciales que han de orientar la participa-
ción voluntaria, que determine y oriente sus actividades desde la conside-
ración del interés general, que fije los derechos y obligaciones básicos de
quienes la organizan, la desarrollan o la reciben como destinatarios, y que
prevea las necesarias acciones para su fomento y apoyo, para la ordenación
planificada y para la coordinación de actuaciones y recursos, y establezca
la oportuna distribución de competencias.

En consecuencia y en primer término, la presente ley persigue refor-
zar la garantía de efectividad en relación con el derecho de todo ciudada-
no a participar activamente, desde el compromiso voluntario y altruista,
en la consecución del bienestar común y de la justicia social, garantizar
su libertad, promover e impulsar la acción voluntaria, disponer los
medios y recursos que complementen toda iniciativa autónoma, apoyar
estas manifestaciones solidarias, y procurar la calidad y eficacia que
deben reclamarse de toda acción voluntaria desde la consideración de los
fines a los que debe servir.

En segundo lugar, la ordenación que esta norma viene a establecer se
pretende completa y acomodada a la realidad actual. Desde este plantea-
miento, la presente ley contempla las actividades de voluntariado a la vez
desde la exacta delimitación de los elementos y condiciones que en esen-
cia la califican y distinguen, y desde la consideración abierta de sus con-
tenidos, susceptibles de abarcar hoy la práctica totalidad de las manifes-
taciones de la actividad humana, y de los medios disponibles para
desarrollarla. El voluntariado, en los inicios de este siglo XXI, se ha
extendido y diversificado en un gran abanico de programas y proyectos
que alcanzan los más diversos ámbitos y sectores; la aportación solidaria
se lleva a cabo hoy mediante formas de expresión y participación cada
vez más plurales. Igualmente, las administraciones públicas han pasado a
asumir progresivamente en determinadas circunstancias la condición de
verdaderas entidades titulares de actividades de voluntariado, ampliando
de esta manera su tradicional papel de promotoras. A todo ello responde
también la presente norma.
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II.  DISPOSICIONES GENERALES


